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TEste trabajo realiza un examen del pa-

norama y de los principales desafíos 
de la actual confi guración del derecho 
de aguas y su gestión en Chile, abor-
dando la experiencia e institucionali-
dad australianas en dichas materias. 
Finalmente, a partir del análisis se 
entregan algunas propuestas concre-
tas que permitirían mejorar el actual 
marco legal chileno, haciendo posible 
una regulación con fi nes ambientales 
desde un sistema de mercado.
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would improve the current Chilean 
legal frame, enabling regulation for 
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Introducción

Los torrentosos ríos de Chile han estado bajo amenaza por décadas1; 
pero tal peligro es hoy más real que nunca, incluso en regiones inexplo-
radas 2. Extracciones, embalses, contaminación y otros factores continúan 
ocasionando daños a la calidad y preservación de los cauces chilenos3. 

* Abogadas e investigadoras del Programa de Doctorado del Centre for Resources, Ener-
gy and Environmental Law, Melbourne Law School.
1 Entre otros vid. NASH 1992 y CARROLL 2011.
2 Vid. SCHAEFFER 2012, 4, quien explica los efectos ambientales del megaproyecto Hi-
droAysén en la Patagonia chilena.
3 DAVIS y LUND 2000, 167.
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En el año 2005, cuando se comenzó a hablar del concepto de gestión integra-
da de cuencas4, la OCDE advirtió que algunos ecosistemas acuáticos en Chile 
estaban sufriendo una afectación en su calidad y que un importante número de 
sus especies estaba en peligro de extinción5.

Alrededor del mundo continúa el debate en torno a si el acceso al agua 
debe ser califi cado como una necesidad humana (un bien económico que 
debe ser manejado según reglas de mercado) o como un derecho humano 
(al cual todos puedan acceder gratuitamente)6. Elegir una alternativa para 
la gestión de los recursos hídricos es complicado, pues el agua tiene múlti-
ples usos (bebida, servicios sanitarios, agricultura, industria, recreación, fi nes 
medioambientales), de los cuales algunos tienen claramente un carácter co-
mercial. En aras a un uso efi ciente del agua, muchos países han redefi nido el 
régimen de los derechos de agua, al menos en algunas industrias, asemeján-
dolos a los derechos de propiedad privada, y han fomentado su transferencia 
mediante mercados (a lo que en este trabajo nos referiremos como “gestión 
de mercado de aguas”). Chile fue unos de los pioneros en la adopción de tal 
estrategia.

Uno de los grandes desafíos que esta gestión de mercado está en-
frentando actualmente es cómo asegurar sufi ciente agua para conservar los 
ecosistemas acuáticos, y facilitar los usos que requieren fuentes puras, tales 
como el abastecimiento a poblaciones, turismo y pesca (que aludiremos en 
este texto bajo la expresión “fi nes ambientales”). En la Evaluación de Ren-
dimiento Ambiental del año 2005, la OCDE recomendó a los gestores delos 
recursos hídricos en Chile7:

1. Desarrollar un enfoque integrado de cuenca para mejorar la gestión 
de los recursos hídricos y forestales, y proveer servicios ambientales relacio-
nados más efi cientemente.

2. Dar mayor énfasis a la protección de los ecosistemas acuáticos, in-
tegrando las preocupaciones y necesidades ambientales en la gestión del 
agua, mediante la construcción de un sólido régimen de caudales ecológicos 
mínimos y estándares biológicos de calidad de aguas.

Este artículo enuncia los desafíos ambientales a que se ven enfrentados 
quienes gestionan los recursos hídricos en Chile, considerando los avances 
recientes que al respecto se han producido en Australia, e implementados 
dentro de los parámetros de un modelo de gestión de mercado. Se aborda, 
en primer lugar, la tensión que existe entre las propuestas legales, políticas 
de mercado y regulatorias por un lado, y la obligación de protección ambien-
tal de las aguas por otro, situándolo dentro de los debates ideológicos sobre 
los méritos y fracasos de las propuestas neoliberales para la gestión de los 

4 OECD 2006, 61-63.
5 OECD 2006, 62.
6 BARLOW 2003. 
7 OECD 2006, 62.
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recursos hídricos. Luego de ello, el trabajo profundizará en algunas respues-
tas legales y políticas australianas que han surgido para desafíos similares, 
enfocándose en el caso del Victorian Environmental Water Holder (VEWH).

Nuestro análisis del VEWH demostrará que, al menos en el contexto 
australiano, es posible implementar una gestión ambiental de los recursos 
hídricos en base a un modelo de mercado y que, aunque se requiera tener 
derechos de aprovechamiento para promover efectivamente los fi nes am-
bientales de las aguas, dentro de un sistema en el cual estas se encuentran 
plenamente asignadas, su gestión no debe amenazar los derechos de apro-
vechamiento privados de otros usuarios. Curiosamente, aunque el estable-
cimiento del VEWH requirió cierta intervención regulatoria por parte del 
Gobierno, esta nueva organización permite que la gestión de los recursos 
hídricos opere independientemente de la infl uencia política. Este artículo 
concluye proponiendo una respuesta institucional similar para Chile, y pre-
guntando si ello puede mejorar la situación de los fi nes ambientales en la 
gestión de las aguas en este país.

I. Tensiones ideológicas: ambientalismo y neoliberalismo

¿Qué opciones existen en Chile para manejar efi cientemente los fi nes am-
bientales del agua en un sistema de gestión de mercado? Los debates 
académicos y políticos comúnmente han confrontado las propuestas neoli-
berales o de mercado con aquellas políticas que potencian los denominados 
fi nes ambientales. Los neoliberales apoyan la privatización, la desregulación, 
“una esfera pública disminuida”8, y la idea de que el libre mercado producirá 
los mejores resultados9; mientras que los ambientalistas tradicionalmente se 
han mantenido escépticos frente a la aptitud de los mercados para valorar 
efectivamente el medio ambiente10. De hecho, el ambientalismo más puro 
que se enfoca en “vivir respetando la capacidad de los ecosistemas y toman-
do en cuenta los costos ecológicos acumulativos de nuestras actividades”11, 
enfatiza el valor absoluto e intrínseco del ambiente natural, que no se puede 
valorizar en un mercado.

La tensión entre ambiente y mercado es especialmente notoria en el 
contexto del debate sobre el rol de los derechos de aprovechamiento de 
aguas privados en la gestión ambiental. Los ambientalistas tradicionales tien-
den a ver a la propiedad “privada” como la responsable de la desconexión 
entre las acciones individuales y la protección ambiental, abogando por una 
propiedad pública de los recursos ambientales y acciones también públicas 

8 BRAITHWAITE 2008, 5.
9 SALTER 1937, 386.
10 TRIBE 1974, 1317-1322. Como dice Tribe, los valores, frágiles y discontinuos del medio am-
biente son cada vez más difícil de capturar en un marco económico y pueden caer cuando uno 
intenta compararlos a valores económicos.
11 STALLWORTHY 2008, 27.
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en respuesta a las necesidades ambientales12. De otro lado, las ideas neolibe-
rales sostienen que la propiedad privada es parte de la solución: la ven como 
el mecanismo más efectivo para internalizar los impactos de las externalida-
des13, y estiman que proporciona incentivos para que los ‘‘dueños’’ de dichos 
bienes ambientales se preocupen de su mantención14.

Históricamente, los gobiernos han preferido un marco basado en el mer-
cado, donde la propiedad privada es usada para internalizar las externalidades, 
y los fi nes ambientales son incorporados como factores de “efi ciencia” del 
mercado, o un marco regulatorio o de command and control [mando y control] 
en donde tales fi nes se logran a través de la regulación, tanto directa (requisi-
tos ambientales coactivos) como indirectamente (infl uencia regulatoria)15. Sin 
embargo, por sí solas estas propuestas no logran responder efectivamente a 
los desafíos de la gestión ambiental del agua, por las razones que explicare-
mos a continuación.

La teoría económica postula que los mercados por sí solos no otorgan 
soluciones adecuadas para atender a los fi nes ambientales del agua (como 
agua limpia, ecosistemas sanos y biodiversidad), ya que estos son típica-
mente bienes públicos. Los bienes públicos son “no rivales” (es decir, su 
consumo o uso por una persona no disminuye la cantidad disponible para los 
demás16, o los usuarios/consumidores adicionales pueden ser abastecidos sin 
imponer costos de producción adicionales17) y/o “no excluyentes” (es decir, 
el productor del bien no controla el acceso al mismo)18. Los mercados fallan 
por desabastecimiento de bienes públicos (los productores no reciben el be-
nefi cio por su producción o los consumidores no pagan por consumirlos)19. 
Por otro lado, tampoco manejan adecuadamente las externalidades, que 
ocurren cuando “las consecuencias (benefi cios o costos) de las acciones son 
soportadas por quien no toma las decisiones, y, por lo tanto, no infl uencian 
sus acciones”20. Por ejemplo, la pérdida de un ecosistema acuático puede ser 
una externalidad negativa producida por las decisiones individuales de varios 
usuarios, que extraen de manera conjunta toda el agua de un río durante una 
época de escasez. Las externalidades causan fallas de mercado debido a los 
altos costos que implica descifrar quién debe pagar por determinado impac-
to y luego asegurarse que lo haga21.

12 FREYFOGLE 1993, 1269.
13 DEMSETZ 1967, 348-350.
14 MERRILL 2004, 69. 
15 Adaptado desde WHITTEN y BENNETT 2005, 16.
16 SAMUELSON 1954, 387.
17 DEMSETZ 1970, 293.
18 WHITTEN y BENNETT 2005, 24.
19 FRIEDMAN 2002, 598.
20 WILLS 1997, 63.
21 FRIEDMAN 2002, 602.
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Los derechos de agua consuntivos (en los cuales el agua de un río es 
extraída y no devuelta directamente, como son los usos no hidroeléctricos) 
tienen las típicas características de un bien privado: uso rival22 y bajos costos 
de exclusión23. A menudo el agua para fi nes ambientales se reduce al caudal 
que queda en el río después de que otros usuarios han extraído su agua: 
los fl ujos restantes –si quedan– proporcionan un hábitat y recursos acuáticos 
para los usuarios de aguas abajo. También puede incluir los fl ujos de inun-
dación, cuando el agua inunda llanos y humedales. Como resultado, el agua 
para fi nes ambientales presenta las características típicas de un bien público: 
uso no rival y no exclusivo (o con altos costos de exclusión)24. Aunque algo 
de esta agua puede permanecer en los humedales, la mayoría de los fl ujos 
ambientales pasan a través de ecosistemas hasta los usuarios río abajo, otor-
gando benefi cios de un modo no rival. Los benefi cios del agua para fi nes am-
bientales (tales como agua limpia y segura para beber, comunidades acuáti-
cas sanas y pesca en condiciones seguras) están disponibles para los usuarios 
río abajo y otros que dependan del bienestar del ecosistema acuático. Como 
resultado, el medio ambiente no es apto para participar en un sistema de 
gestión de aguas basado en el mercado, que, a su vez, depende de derechos 
de propiedad sobre bienes privados, originando muchas veces un problema: 
la existencia de poca agua para fi nes ambientales y un gran uso consuntivo 
de la misma, según la perspectiva general de lo que la sociedad valora.

Debido a que el libre mercado probablemente puede fallar a la hora de 
suministrar bienes ambientales a la sociedad si no tienen algún tipo de inter-
vención gubernamental, se puede argumentar la necesidad de una respuesta 
regulatoria por parte de los gobiernos para proteger al medio ambiente. Sin 
embargo, si los mercados pueden fallar (lo cual efectivamente ocurre) a la 
hora de proveer adecuadamente a los fi nes ambientales demandados por la 
sociedad, ¿puede el gobierno hacerlo mejor?

Las propuestas regulatorias para la gestión ambiental del agua también 
presentan fallas25. El mayor desafío para un marco regulatorio es obtener sufi -
ciente y correcta información (por ejemplo acerca de lo que los consumidores 
están dispuestos a pagar por los recursos y cuánto están dispuestos los ven-
dedores a aceptar por ellos) de una forma oportuna. La información puede 
ser difícil y costosa de obtener, y no siempre es posible estar seguro de su 
veracidad26. Hayek ha argumentado que es imposible para quien planifi ca 

22 En algunos casos, el uso del agua no es completamente rival, ya que parte del caudal vuelve 
al sistema debido a la infi ltración o defi ciencias de las técnicas de riego, pero los cada vez más 
efi cientes sistemas de distribución reducen esta capacidad de reutilización. 
23 Vale la pena señalar que aunque el uso del agua en la producción de energía hidroeléctrica 
no la ‘consume’, sí consume algunos componentes del caudal. Como resultado, aunque el agua 
sigue en la fuente y se puede extraer por usuarios que se encuentran más abajo, se altera signifi -
cativamente su capacidad de proveer a los fi nes ambientales.
24 También ver discusión en O’DONNELL 2012, 77.
25 WHITTEN y BENNETT 2005, capítulo 2. 
26 WILLS 1997.
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obtener toda la información que puede llegar a afectar un resultado, y que 
tal información usualmente solo se consigue con la cooperación activa de los 
individuos involucrados27. La regulación gubernamental puede ser afectada 
también por los intereses propios de políticos y burócratas, incluyendo su 
afán por ascender o ser reelectos, los cuales muchas veces difi eren de los 
intereses de la sociedad. Tratar de reducir al mínimo las posibilidades de que 
quienes planifi can actúen en base a sus propios intereses impone costos adi-
cionales para el marco regulatorio.

Contrario a lo que fl uye del polarizado debate ideológico, no hay solu-
ciones fáciles para mejorar los fi nes ambientales del agua. Con el tiempo y 
en un rango de diferentes circunstancias, algunos ambientalistas han apro-
vechado las oportunidades creadas por el uso de los mercados, como instru-
mentos regulatorios, para que “los mercados, en vez de ser vistos como con-
tribuidores de la degradación ambiental, sean considerados como una gran 
parte de la solución”28. Las nuevas propuestas que combinan la promoción 
de los fi nes ambientales del agua con una gestión de los recursos hídricos 
basada en el mercado, las cuales toman el nombre de “ambientalismo de 
mercado”, emergen como un desafío a la presunción de que la protección 
del agua es incompatible con un marco regulatorio basado en el mercado.

Aunque tanto los mercados como la regulación poseen fuentes de fraca-
so potencial y altos costos de transacción, y que a menudo son presentados 
como opciones políticas distintas, ambos están “enmarañadamente uni-
dos”29. Los mercados dependen del gobierno para defi nir y gestionar un sis-
tema de derechos de propiedad, y los gobiernos a menudo dependen de los 
mercados para proporcionar información precisa y detallada sobre las pre-
ferencias de los individuos. El desafío para los responsables de las políticas 
es encontrar un buen equilibrio entre la intervención de gobierno para hacer 
frente a las fallas del mercado, sin aminorar los benefi cios del comercio.

II. La experiencia chilena

Chile, un país largo y delgado que se extiende entre la cordillera de los An-
des y el océano Pacífi co, tiene variadas condiciones climáticas, incluyendo las 
zonas áridas del desierto en el norte y las zonas de alta pluviosidad y glacia-
res en el sur30. Chile enfrenta desafíos similares a Australia en la gestión de 
sus recursos hídricos, en términos de calidad y cantidad del agua y cambio 
climático, al igual que condiciones extremamente secas en el norte, las cua-
les presentan desafíos particulares para la gestión de recursos hídricos31.

27 HAYEK 1945, 519.
28 GODDEN 2008, 160.
29 WHITTEN y BENNETT 2005, 43.
30 ECONOMIST INTELLIGENCE UNIT 2011, 23.
31 Ver GRAFTON et al. 2011, 220.
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1. Gestión de recursos hídricos en Chile

La gestión de los recursos hídricos en Chile opera en base a un modelo de 
mercado, con una comercialización del agua holgadamente regulado por 
el Código de Aguas, de 198132. Durante los años 80, el Gobierno Militar 
chileno, bajo el asesoramiento de un grupo de economistas neoliberales 
conocidos como los Chicago Boys, revisó gran parte de la legislación sobre 
los recursos naturales con el fi n de aplicar un enfoque de ‘‘libre mercado’’ a 
su regulación33 . La preferencia hacia el libre mercado por sobre la regulación 
gubernamental era una tendencia regional en las economías y políticas públi-
cas de América Latina de los años 80 y 90; un número de países de la región 
se vieron alentados por las instituciones internacionales de crédito a adoptar 
un enfoque neoliberal34. El nuevo Código de Aguas fue un elemento clave en 
esta reforma de mercado, el cual se basó en la idea que el acceso al agua es 
un bien económico, cuya asignación se gestiona más efi cientemente a través 
de los derechos de propiedad privada, precios y mercados35.

El Código de Aguas separó a los derechos de aprovechamiento de 
aguas de la propiedad de la tierra, declaró que estos eran una propiedad 
privada totalmente transable/comerciable y redujo el rol del gobierno en la 
gestión de recursos hídricos 36. Carl Bauer describe al Código de Aguas como 
un “ejemplo paradigmático” de reforma del libre mercado, estableciendo la 
protección al derecho de propiedad privada más fuerte en el mundo, virtual-
mente sin ninguna interferencia de mecanismos regulatorios del gobierno37. 
En cambio, la gestión de los recursos hídricos es dejada al mercado, el cual 
debe distribuir el agua de la mejor manera como mercancía (commodity).

Es posible contrastar el enfoque del sistema de gestión de los recursos 
hídricos, basado en el mercado desde los 80 con la regulación hídrica nacio-
nalizada, redistributiva y de command and control instituida por los gobier-
nos socialistas de fi nes de los 60 y principios de los 70 38; un fenómeno histó-
rico nombrado por Carl Bauer como “la ley del péndulo” 39. Las discusiones 
sobre la gestión de los recursos hídricos en Chile, como en muchas áreas de 
política pública y económica, siguen cargadas de ideologías polarizadas, lo 
cual lleva a la continuación del efecto de péndulo 40. La opinión pública tien-
de a dividirse entre aquellos proponentes del libre mercado y aquellos a fa-
vor de una regulación estatal; neoliberales versus socialistas. Bauer cree que, 

32 CÓDIGO DE AGUAS 1981 (Chile). El Código de Aguas trata solo de las aguas terrestres; las aguas 
marítimas están tratadas en otras leyes. Código de Aguas, art. 1.
33 BAUER 2005, 150. 
34 BAUER 2004, 1; BUDDS 2004, 2.
35 Ver Generalmente GAZMURI-SCHLEYER y ROSEGRANT 1996; EASTER, ROSEGRANT y DINAR 1999, 99.
36 BAUER 2009, 583 y 598.
37 Ibid.
38 BAUER 1997, 640.
39 BAUER 2009, 31.
40 BAUER 2004, 336.
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debido a la fuerza del discurso político antiestatista, el régimen de mercado 
encapsulado en el Código de Aguas se ha mantenido esencialmente intacto 
desde 1981, teniendo solo un “retoque” en una reforma del 200541. El espe-
cialista chileno de Derecho de Aguas Alejandro Vergara describe la tensión 
política alrededor de la caracterización del agua como bien público o privado 
del siguiente modo: “En (…) palabras, más comunes para la arena política, 
podemos identifi car esta tensión: entre el agua como bien ‘de todos’ (los 
chilenos) y la posibilidad de acceder más o menos libremente a la ‘propiedad 
privada’ (o bien, derechos de uso) sobre ella”42.

a) Derechos de agua privados:

El Código de Aguas caracteriza el recurso como bien nacional de uso pú-
blico, sujeto a derechos de aprovechamiento privados43. Estos derechos de 
aprovechamiento de aguas tienen el estatus de propiedad privada, otorgan-
do a sus titulares el uso, goce y disposición de dicho derecho de una forma 
separada de la tierra, según establece dicho Código44. También están com-
prendidos dentro del derecho de propiedad constitucionalmente reconocido 
en el art. 19 Nº 24 inciso fi nal de la Constitución Política de la República chi-
lena, el cual establece que: “Los derechos de los particulares sobre las aguas, 
reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares 
la propiedad sobre ellos”.

Los derechos privados sobre el agua pueden ser adquiridos a través de 
uno de los dos procesos de registro previstos en el Código de Aguas, o com-
prados a través del mercado del agua45. El primer procedimiento se refi ere a 
la concesión de nuevos derechos de agua, que se crean y se asignan de forma 
gratuita a través de una “acción administrativa” de la Dirección General de 
Aguas (DGA)46. Las disposiciones transitorias del Código de Aguas prevén un 
segundo proceso de regularización de derechos, los cuales deben ser recono-
cidos por los tribunales civiles cuando el solicitante acredita un uso histórico y 
cumple con los requisitos exigidos para la creación de nuevos derechos47. Una 
vez concedidos o regularizados, los derechos de agua son inscritos en el siste-
ma general de registro de títulos de bienes raíces, donde también se registran 
las transacciones del mercado (como transferencias, ventas e hipotecas48)49.

El Código de Aguas establece tanto derechos de agua consuntivos 
como no consuntivos (donde el agua extraída debe ser devuelta a la fuente 

41 BAUER 2009, 604.
42 VERGARA BLANCO 2002, 180.
43 Código de Aguas, art. 5.
44 Código de Aguas, art 6: VERGARA BLANCO 1996, 328.
45 RIVERA BRAVO 2011, 27.
46 Código de Aguas, arts. 130 y 131.
47 Código de Aguas, arts. transitorios 1 y 2.
48 Código de Aguas, art 110 y 111.
49 Código de Aguas, Título VIII.
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después de su uso)50. Las solicitudes de nuevos derechos de agua presenta-
das ante la DGA deben especifi car el punto de extracción o captación del 
agua, y en el caso de los derechos no consuntivos, el punto de restitución51.

Este código también hace la distinción entre las aguas superfi ciales 
(“corrientes” o “detenidas”) y las subterráneas52. Según Budds, los derechos 
de agua superfi ciales en Chile alcanzaron su agotamiento a mediados de los 
9053. Después de la total asignación de los derechos de agua, el mercado 
tiene la labor de distribuirlos. Sin embargo, la literatura generalmente ha 
aceptado que el mercado de las aguas chileno es bastante inactivo, siendo 
poco comunes las ventas y transferencias de los derechos de aprovechamien-
to separados del inmueble en donde se encuentran54. Las principales razones 
aducidas son los registros incompletos en el Registro de Propiedad de Aguas 
del Conservador de Bienes Raíces, y la prevalencia de derechos no inscritos55.

2. Gestión ambiental de agua en Chile

Hay una serie de usos en las cuencas hidrográfi cas de Chile que no están 
representados por un derecho de aprovechamiento constituido según lo 
establecido en el Código de Aguas (referidos como derechos no inscritos). 
Algunos de estos usos se caracterizan como ‘‘bienes públicos’’, incluyendo 
el suministro de agua para mantener los ambientes acuáticos. Sin embargo, 
después de la entrada en vigencia del Código de Aguas, de 1981, los fi nes 
ambientales no fueron adecuadamente tomados en cuenta en la asignación 
regulatoria de los derechos de aguas, y la calidad de las aguas sigue siendo 
un desafío constante para quienes gestionan los recursos hídricos. A la fecha, 
no hay una asignación específi ca de agua para el medio ambiente, y la provi-
sión de caudales ecológicos mínimos solo comenzó el año 200556.

a) El Código de Aguas de 1981 y los fi nes ambientales

Tal como lo señala Bauer, el ambientalismo no era una prioridad para el Go-
bierno Militar chileno cuando se redactó el Código de Aguas57. Esto a pesar 
de que la Constitución de 1980 protege el derecho a vivir en un medio am-
biente libre de contaminación y obliga al Estado a preservar la naturaleza y a 
establecer restricciones al ejercicio de derechos o libertades para proteger el 
medio ambiente58.

50 Código de Aguas, art 12-15.
51 CÓDIGO DE AGUAS, art140.
52 CÓDIGO DE AGUAS, art 2.
53 BUDDS Nº 34, 326.
54 Para una discusión general sobre la inactividad de los mercados de agua en Chile ver VERGARA 
BLANCO 1996, 332-3; BAUER 2004 y DONOSO,1999.
55 VERGARA BLANCO 1998, 281-3; VERGARA BLANCO 1996, 332-3 y BAUER 1997, 647.
56 Ver discusión más abajo sobre caudales mínimos ecológicos después de la reforma de 2005.
57 BAUER 2004, 61.
58 CPR, art. 19 Nº 8.
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Cuando el Código de Aguas entró en vigencia en 1981, los procesos 
regulatorios establecidos para asignar derechos de aguas (en virtud de los 
cuales los derechos de aguas han sido asignados hasta casi llegar a la ple-
na asignación del recurso) no tomaron en cuenta los fi nes ambientales59. Es 
importante destacar que el Código de Aguas no contemplaba la posibilidad 
que se asignaran derechos de agua para fi nes no extractivos (como para usos 
ambientales, recreacionales, de pesca o culturales), asumiendo que el uso de 
agua no extractivo no necesitaría un derecho de propiedad 60.

La DGA no está facultada para considerar el impacto de la concesión 
de nuevos derechos de agua en el medio ambiente, los cuales se deben 
conceder sin costo61, siempre que la solicitud se haya realizado en la forma 
correcta, haya agua disponible y terceros se no objeten62. Al menos hasta el 
año 2005, los solicitantes no estaban obligados a especifi car el uso que se le 
daría al agua (o a notifi car a la DGA si este cambiaba en el futuro)63. Si no hay 
sufi ciente agua para un cierto número de solicitantes, los derechos se subas-
tan públicamente, asignándose al mejor postor64. En el caso de derechos de 
agua históricos regularizados, los tribunales no pueden considerar los fi nes 
ambientales. El art. 2 transitorio permite a cualquier solicitante pedir la regu-
larización de derechos de agua históricos, siempre que se pueda demostrar 
ante el juez el uso ininterrumpido del agua durante 5 años, contados desde 
que entró en vigencia el Código de Aguas, sin violencia ni clandestinidad y 
sin reconocer dominio ajeno. Solo los terceros afectados que tengan dere-
chos de agua inscritos son informados de esta regularización y pueden opo-
nerse a ella, como ocurre en el caso de las solicitudes de nuevos derechos65.

59 Estos procesos, los cuales fueron creados inicialmente para asignar derechos de agua antes 
de la operación de los mercados de agua, continúan siendo usados, sujetos a pequeños cambios 
introducido en el 2005, los cuales se explicarán en la siguiente sección.
60 DOUGNAC RODRÍGUEZ 2001, 389, “Hasta la dictación de la ley Nº 19.300 sobre Bases Generales 
del Medio Ambiente, es decir hasta 1994, el agua fue tratado en nuestra legislación solo como 
un recurso productivo ya sea de la agricultura, la minería o el abastecimiento de la población, 
etc.”; PRIETO Y BAUER 2012, 135.
61 CÓDIGO DE AGUAS, art 141, inc 2; VERGARA BLANCO 1996, 330; RENDIC VÉLIZ 2009, 107.
62 CÓDIGO DE AGUAS, art 131-132. Si los derechos pueden afectar a terceros, el solicitante debe que 
publicar la solicitud en el Diario Ofi cial como también un diario local y la radio, y terceros afec-
tados tienen un plazo de 30 días para oponer la solicitud. La excepción a esto es respecto a los 
derechos de aguas no inscritos, pero protegido de acuerdo con art. 64 de Ley Nº 19.253 Establece 
Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y Crea la Corporación Nacional 
de Desarrollo Indígena 1993 (Chile), cuales deben que tener asegurado su “abastecimiento nor-
mal” antes que se otorgan nuevos derechos de aprovechamiento por el Código De Aguas.
63 CÓDIGO DE AGUAS, arts. 131-132. Nota que después de la reforma de 2005 hay un requisito de 
especifi car el uso intentado para solicitudes arriba de cierta cantidad, aunque no sea obligatorio 
seguir el uso intentado.
64 CÓDIGO DE AGUAS, art. 142.
65 La excepción de esto es sobre derechos de agua no inscritos, pero protegidos de acuerdo 
con art. 64 de la Ley Indígena, cuales deben que tener asegurado su “abastecimiento normal” 
antes que se otorgan nuevos derechos de aprovechamiento por el Código de Aguas.
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Tampoco hay ninguna consideración de los fi nes ambientales en el caso 
de las transferencias de mercado, y los derechos de agua son repartidos a 
quien esté dispuesto de pagar más por ellos. La teoría detrás de esto (la 
cual depende ampliamente en el “teorema de Coase”66) consiste en usar 
el mercado para fi jar el precio del agua alienta su uso efi ciente, y que ellos 
que han causado gastos ambientales por su uso del agua deben compensar 
a aquellos mediante negociaciones privadas67. Según Bauer, generalmente 
el gobierno chileno aún tiene muy poca autoridad regulatoria sobre el uso 
privado del agua y casi todas las decisiones sobre el uso y gestión de la mis-
ma son tomadas por los titulares individuales de los derechos de agua o por 
organizaciones privadas68. El Código de Aguas dice muy poco sobre los usos 
del agua distintos del riego, y menos aún sobre la coordinación de varios 
usos, dejando una vez más el tema en manos de las negociaciones privadas 
entre usuarios en vez de a una regulación gubernamental69. Cuando fracasan 
las negociaciones privadas, se debe recurrir a los tribunales civiles ordinarios, 
con el fi n de que ellos (quienes son conocidos por su enfoque limitado y le-
galista) tomen un rol central en la resolución de confl ictos sobre el uso de los 
recursos hídricos 70.

En resumen, el Código de Aguas de 1981, por lo menos en su inicio, no 
promovía los fi nes ambientales en la gestión de recursos hídricos, dejando la 
resolución de las preocupaciones ambientales a los participantes privados del 
mercado del agua.

b) Gestión ambiental del agua después de 1990

Después que Chile volvió a la democracia en 1990, las cuestiones ambienta-
les, en particular aquellas relativas a la calidad y cantidad de agua, se convir-
tieron en un área de reforma71. Las preocupaciones ambientales (y su activis-
mo) se han hecho cada vez más relevantes en los debates políticos chilenos72, 
lo cual se vio claramente, por ejemplo, en el fuerte activismo social y debate 
político que se llevó a cabo a partir del desarrollo de una hidroeléctrica en la 
Patagonia chilena73.

66 COASE 1960.
67 VERGARA BLANCO 1989 y BAUER 2004, 98.
68 BAUER 2004, 33.
69 BAUER 2004, 34.
70 TECKLIN, BAUER Y PRIETO 2011, 889.
71 TECKLIN, BAUER Y PRIETO 2011 884-5. Tecklin, Bauer y Prieto explican que paso esto tanto por la 
preocupación sobre inversión y comercio que cualquier otra cosa, después que Chile fi rmó va-
rios acuerdos regionales de comercio con mínimos estándares ambientales.
72 TECKLIN, BAUER Y PRIETO 2011 884 y PEÑA TORREALBA 2000.
73 Ver SCHAEFFER 2012, 2. Schaeffer explica que durante el 2011 más que 40.000 chilenos protes-
taron en Santiago en contra de la aprobación de la construcción de cinco represas en la Patago-
nia chilena por HidroAysén, en las movilizaciones sociales más grandes desde los demostracio-
nes anti-Pinochet de la de 1980.
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En varios países vecinos latinoamericanos, incluyendo Bolivia y Perú, 
la liberalización en la regulación del agua, y en particular, las propuestas de 
mercados del agua se han encontrado con fuertes oposiciones sociales que 
efectivamente han derrocado a las respectivas políticas74. Estos movimientos 
caracterizan al agua como un derecho humano que deber ser asegurado a 
todos, y se resisten a propuestas de gestión de mercado que actúen como 
instrumentos de privatización75. En Chile, el discurso sobre los Derechos Hu-
manos no ha tenido tanta adhesión76, y los debates se han enfocado en la 
distribución más justa de los derechos de aprovechamiento77. En relación con 
los fi nes ambientales del agua, los cambios han sido poco sistemáticos.

El Código de Aguas fue reformado en 1992, con la inclusión de los ar-
tículos 58 y 63, los cuales prohíben la exploración y explotación de agua en 
zonas correspondientes a acuíferos que abastecieran ciertos humedales en 
las regiones norteñas de Tarapacá y Antofagasta. Con esta reforma se preten-
dió prevenir la sequía de humedales importantes en el Altiplano chileno, de-
bido a la sobreextracción de los acuíferos por parte de empresas mineras78. 
Sin embargo, la real efi cacia de esta prohibición ha sido cuestionada debido 
a que se han otorgado derechos de agua a empresas mineras justo afuera de 
la zona protegida, usándose efectivamente agua el mismo acuífero79.

En el 2005 el Código de Aguas sufrió una reforma más profunda, en la 
cual se incluyó por primera vez caudales ecológicos mínimos80. El art. 129 bis 
del Código de Aguas ahora obliga a la DGA a establecer caudales ecológi-
cos mínimos cada vez que se crea un nuevo derecho de aprovechamiento del 
agua, los cuales están defi nidos en los manuales internos de dicho organismo 
como aquel caudal mínimo que los ríos necesitan para mantener los ecosis-
temas existentes y preservar la calidad ecológica 81. Sin embargo, estos cau-
dales mínimos se fi jan al momento de otorgarse los derechos de agua, mien-
tras que el titular del derecho puede cambiar el uso del agua en cualquier 
momento, lo que puede tener un impacto en el cálculo del referido caudal82. 

74 Ver generalmente ORTIZ GRIJALVA 2008, 101-2.
75 BARLOW Y CLARKE 2004.
76 BAUER, 2009, 605. Ver “Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Hono-
rables Senadores señora Allende y señores Gómez, Letelier, Rossi y Ruiz-Esquide (2012), que 
declara a las aguas bienes nacionales de uso público y reserva a la ley la constitución, recono-
cimiento, ejercicio y extinción de los derechos de los particulares sobre aquellas, así como la 
determinación de los caudales que aseguren su disponibilidad para el consumo humano” en: 
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=8355-07
77 Un área donde ha ocurrido es en la regularización de los derechos de agua consuetudinarios 
indígenas en el norte de Chile de acuerdo con el art. 64 de la Ley Indígena en conjunto con los 
artículos transitorios del Código de Aguas, aunque el potencial redistributivo de tales políticas 
es dudoso en el contexto de asignación total de recursos hídricos en el sector.
78 PARSONS ÁLVAREZ 2002, 117.
79 PARSONS ÁLVAREZ 2002, 117-118.
80 MALLEA ÁLVAREZ 2012, 531.
81 GUILOFF 2012, 126.
82 GUILOFF 2012, 126.
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El efecto que los caudales mínimos pueden tener en los fi nes ambientales 
es dudoso83, dado que la DGA solo tiene la facultad de imponer caudales 
ecológicos mínimos en lo que respecta a la creación de nuevos derechos de 
agua y los recursos hídricos chilenos fueron casi completamente asignados 
en 2005 cuando la reforma se llevó a cabo.

La reforma de 2005 proporciona otra herramienta para la gestión del 
agua, aunque con resultados mixtos. El art. 147 bis autoriza al Presidente a 
que, mediante decreto, rechace en parte una solicitud de nuevos derechos de 
agua en el caso que sea necesario reservar el recurso para el abastecimiento 
de la población en la ausencia de otras maneras de acceso al agua (como en 
caso de sequía) o en el caso de los derechos no consuntivos, en casos excep-
cionales de interés público. Durante el gobierno anterior de Bachelet, se for-
mularon varias de estas reservas por razones de conservación ambiental84. Sin 
embargo, la actual Administración no ha seguido con esta política, e incluso 
ha sugerido que las reservas existentes deberían ser invalidadas por el impac-
to que causan a los derechos privados de agua de otros usuarios85.

Otra de las reformas introducidas en 2005 tuvo el efecto de desalentar 
el uso ambiental del agua. Como se explicó anteriormente, el Código de 
Aguas no contemplaba la asignación de derechos de aguas para usos no 
extractivos. Antes del 2005, esta situación (en teoría) no impedía a los am-
bientalistas para adquirir derechos de agua en el mercado para proteger la 
calidad de los cursos de agua, ni a aquellos titulares de derechos de agua 
extractivos (tanto consuntivos como no consuntivos) para dejar una propor-
ción de su caudal asignado en la fuente de agua. No obstante, uno de los 
motores más importantes detrás de la reforma del 2005 fue la preocupación 
sobre la prevalencia de derechos de agua especulativos, y el deseo de hacer 
que estos derechos estuviesen disponibles para el mercado 86. En consecuen-
cia, la reforma del 2005 introdujo un impuesto por el no uso de los derechos 
de agua87. Entonces, cualquier titular de un derecho de aprovechamiento que 
no usa el agua asignada (incluyendo los otorgados para los fi nes ambientales) 
debe pagar una patente por no uso88.

Según Guiloff, la Ley Sobre Bases Generales del Medio Ambiente de 
199489 en cierta medida facilita la sustentabilidad ambiental a través de la 
coordinación de los múltiples usos del agua90. La Ley Sobre Bases Generales 
del Medio Ambiente establece un Sistema de Evaluación de Impacto Am-

83 LARRAÍN, NAVARRETE y VILLARROEL 2010, 9.
84 LARRAÍN, NAVARRETE y VILLARROEL 2010, 9. Ver Diario Ofi cial de la República de Chile 2010, Nº 
13,599, 13-17.
85 WEISNER 2011. Weisner fue director del DGA durante el primer Gobierno de Bachelet.
86 PRIETO y BAUER 2012, 137.
87 Código de Aguas, art. 129 bis 4.
88 Ver PRIETO y BAUER 2012, 137.
89 Ley Nº 19.300, de 1994.
90 GUILOFF 2012, 122.
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biental (SEIA). Según la Ley, el ejercicio de ciertos derechos de agua dentro 
de un proyecto de inversión que afecta el medio ambiente debe ser autori-
zado previamente por una evaluación ambiental. La evaluación requiere una 
investigación de los impactos, incluyendo las medidas de mitigación, repara-
ción, y compensación, con el objeto de internalizar los efectos al medio am-
biente. Guiloff documenta casos en que el proceso de evaluación de impacto 
ambiental se ha utilizado para demandar el establecimiento de caudales mí-
nimos como medidas de mitigación, con el fi n de internalizar los efectos que 
un proyecto puede tener sobre la calidad y cantidad de agua91. El proceso 
también se ha utilizado para coordinar usos confl ictivos de múltiples usuarios 
de agua92. Sin embargo, el enfoque es, en la mejor de las situaciones, caso 
por caso. Tecklin, Bauer y Prieto son más escépticos sobre el impacto que el 
SEIA puede tener respecto de los fi nes ambientales, refi riéndose a él como 
“propiciador del mercado’’ (market enabling) en vez de ‘‘regulador del mer-
cado’’ (market-regulating), manifestando que el porcentaje ofi cial de aproba-
ción de proyectos presentados a evaluación llega a algo más del 90%93. Una 
comisión investigadora, especialmente creada por la Cámara de Diputados 
para examinar el proceso de aprobación del proyecto HidroAysén Patago-
nia, informó en 2012 que el SEIA “adolece de una combinación de fallas o 
insufi ciencias que llevarían a que megaproyectos, como el de HidroAysén, no 
serían evaluados con la rigurosidad que las eventuales consecuencias de su 
aprobación o desarrollo implican”94.

En resumen, aunque desde el año 1992 varias respuestas legales y po-
líticas chilenas intentaron mejorar los fi nes ambientales con respecto al agua 
(y hacer ver que la regulación del agua basada en el mercado no promueve 
los fi nes ambientales adecuados), los cambios han sido poco sistemáticos, 
prospectivos y ad hoc. Las reformas no hicieron nada para hacer frente a la 
hipótesis planteada por el Código de Aguas, en la cual solo se necesitan de-
rechos de aprovechamiento de aguas para usos extractivos, y la reforma del 
2005 activamente desincentivó que el agua se dejara en el caudal mediante 
el establecimiento de una patente por el no uso. Como lo explican Prieto y 
Bauer, se desalienta la participación de aquellos interesados en los usos no 
extractivos en la toma de decisiones y gestión de una cuenca, ya que en las 
organizaciones privadas de usuarios solo los titulares de derechos de aguas 
son incluidos95.

Una limitación importante a estas reformas, en términos de fi nes am-
bientales, es que el mercado del agua chileno fue casi íntegramente asigna-

91 GUILOFF 2012, 126.
92 GUILOFF 2012, 127.
93 TECKLIN, BAUER Y PRIETO 2011, 888.Ver también DOUGNAC RODRÍGUEZ 2001, 389, “Desafortunada-
mente, hasta la fecha, los organismos del Estado no han considerado la norma del art. 42 de la 
ley Nº 19.300 en su verdadero alcance y amplitud ni han dado directrices en orden a exigir su 
cumplimiento”.
94 Comisión De Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía 2012, 70.
95 PRIETO Y BAUER 2012, 142.
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do a titulares privados en su momento (sin existir una asignación histórica de 
agua para el medio ambiente), y que no se ha apoyado la redistribución del 
agua desde usos extractivos a usos ambientales96. La posibilidad de realizar 
reformas más amplias en Chile ha sido históricamente limitada por el hecho 
que los derechos privados de agua gozan de una protección constitucional, y 
por la poderosa oposición ideológica que existe a cualquier política que bus-
que fomentar la redistribución de derechos de agua desde intereses privados 
a intereses públicos97.

III. La experiencia australiana

Como un país seco que depende en gran medida de los principales depó-
sitos de agua y riego, Australia ha tenido que lidiar con muchos de los mis-
mos desafíos de gestión de los recursos hídricos que Chile. Mientras que los 
mercados de agua en Australia son más recientes que los chilenos, y están 
limitados en gran medida a zonas de riego rural, dicho país ahora es conside-
rado un “ejemplo paradigmático de adopción de un sistema de gestión del 
agua de mercado diseñado alrededor de metas efi cientes explícitas”98. Con 
un éxito moderado, Australia combinó un enfoque regulatorio (mediante la 
limitación de las extracciones de su recursos de agua más grandes99 y la crea-
ción de derechos de agua transables)100 dentro de un contexto de mercado, y 
facilitó el desarrollo de mercados de agua activos así como el establecimien-
to de derechos de agua ambientales, incluso existiendo una total asignación 
de los derechos de agua101. Finalmente, Australia ha desarrollado una gama 
de nuevos organismos de gestión del agua ambiental, lo que demuestra 
que la defi nición y la gestión de los resultados ambientales de agua pueden 
ser compatibles con un marco de gestión de mercado. Esta innovación ins-
titucional será explorada en las siguientes secciones, ya que puede ser una 
herramienta política útil y una opción de gestión del agua que Chile podría 
considerar en el futuro.

1. Gestión de recursos hídricos australianos

Para comprender la naturaleza de los nuevos organismos de gestión del agua 
en Australia, es necesario entender el contexto de la gestión de los recur-
sos hídricos en dicho país. Australia es el continente habitado más seco del 
mundo, y sus gobiernos han lidiado con el desafío de gestionar los recursos 
hídricos de la forma más efi caz y sustentable posible desde la colonización 

96 BUDDS 2004, 238.
97 BUDDS 2004, 327.
98 GODDEN 2010, 426.
99 Council of Australian Governments 1994. Se fi nalizó la tapa a extracciones desde la Mu-
rray-Darling Basin en 1997.
100 Council of Australian Governments 2004, párrafos 23, 28, 35, 41 y 58.
101 Ver, por ejemplo, el programa de recuperación de agua del Gobierno Australiano Depment 
Of Sustainability, Environment, Water, Population And Communities 2011.
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europea a fi nales de 1700102. Originalmente, Australia importó la doctrina 
ribereña de acceso al agua103 desde Inglaterra, pero como la población au-
mentó, al igual que los sistemas de riego, esta doctrina se convirtió en un 
mecanismo legal inapropiado para determinar los derechos de agua104. En 
1886, Australia cambió hacia un enfoque regulatorio de gestión del agua al 
otorgar la titularidad de toda el agua a la Corona105. Es difícil exagerar la im-
portancia de este cambio legal: a pesar de que la doctrina ribereña se man-
tuvo para permitir el acceso doméstico y del ganado a las fuentes de agua, 
toda el agua pasó a estar bajo el control regulatorio del Estado. Cuando Aus-
tralia se convirtió en una nación federada en 1901, la Constitución garantizó 
que los Estados retenían el control de la gestión de los recursos hídricos106.

Esta situación se mantuvo durante casi 100 años, mientras Australia in-
virtió fuertemente en grandes embalses y sistemas de hidroelectricidad para 
sostener el abastecimiento de agua de las ciudades y de los regantes. El 
control estatal sobre el agua permitía la inversión pública en la infraestructu-
ra necesaria para proveer agua confi able y segura al uso de la industria, del 
riego y doméstico. Sin embargo, como muchos países –incluyendo Chile– ha 
descubierto en las últimas décadas, que las grandes represas y la creciente 
extracción de agua repercute en la calidad de los ecosistemas acuáticos107. 
En Australia, las políticas de gestión de los recursos hídricos se han enfocado 
en la cuenca del Murray-Darling, que abarca más que un millón de kilómetros 
cuadrados en los Estados de Queensland, New South Wales, Victoria y South 
Australia. Esta abastece de agua a la zona en la cual se encuentra la mayor 
concentración de cultivos y plantaciones de Australia (bread basket), como 
también a muchos pueblos y a una ciudad capital (Adelaide, en el sur de Aus-
tralia)108. En la década de los 80, Australia comenzó a experimentar la prolife-
ración severa de algas en los ríos Murray y Darling, al igual que el aumento 
en la salinidad en muchas partes de la cuenca. Estos impactos en la calidad 
del agua obligaron a los gobiernos australianos y a quienes gestionaban las 
aguas a repensar su enfoque de gestión de agua, y en particular, el desafío 
de garantizar un uso efi ciente y ambientalmente sustentable del uso de los 
recursos hídricos109.

La respuesta de los gobiernos australianos a este problema debe ser 
visto en el contexto más amplio (e ideológico) de la reforma económica. En 

102 CULLEN et al. 2002.
103 La doctrina ribereña refi ere a derechos de usar agua que corresponden a dueños de tierra al 
lado de un curso de agua. Típicamente se limitan estos derechos a una proporción del caudal 
natural y no se puede transferirlo a otros usuarios. Para más detalles ver GETZLER 2004. 
104 FISHER 2010, 145.
105 The Irrigation Act1886 (Vic), s4. Otros estados siguieron, y ahora la legislación de agua de 
todos los estados incluye esta estipulación.
106 Commonwealth of Australia Constitution Act (Commonwealth), S100. 
107 KINGSFORD 2000, 109.
108 Australian Bureau of Statistics 2008.
109 Murray-Darling Basin Commission 1995.
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1993 el Gobierno Federal estableció una política de competencia nacional 
para Australia, que buscó “facilitar la competencia efectiva para promover 
la efi ciencia”110. La política ayudó a lanzar el debate sobre una gestión am-
biental efi caz en la cuenca Murray-Darling dentro de la fi losofía de mercados 
competitivos. Como resultado, el siguiente acuerdo intergubernamental 
sobre la gestión del agua en la cuenca Murray-Darling (COAG 1994) acor-
dó limitar los derechos de agua, mejorar la transparencia de los precios de 
agua, separar los derechos de agua de los títulos de dominio de la tierra y 
establecer derechos de agua transables111. Diez años después, en el 2004, en 
respuesta a la sequía y al deterioro de la calidad de las aguas en la cuenca, 
Australia desarrolló una Iniciativa Nacional del Agua (National Water Initiative 
- NWI), que proveyó de fondos federales a los Estados para que cambiaran 
su legislación y políticas112. La NWI instó a los Estados a: completar la separa-
ción de los derechos de agua de los títulos de tierra, facilitar los mercados de 
agua, reservar agua legalmente protegida para el medio ambiente y devolver 
aquellos sistemas sobreasignados a un nivel ambientalmente sustentable113.

A pesar de las buenas intenciones políticas, la sequía del sudeste de 
Australia empeoró y en el 2007, el Gobierno Federal se embarcó en un ambi-
cioso programa para asumir la responsabilidad de la gestión de los recursos 
hídricos en la cuenca del Murray-Darling. Con el eventual apoyo de los Es-
tados, el Gobierno Federal aprobó una legislación que estableció un límite 
sustentable de extracción de agua en la cuenca y dio un marco para una 
signifi cativa inversión en recuperación de agua para el medio ambiente, a tra-
vés de programas de compra de derechos de agua y proyectos de efi ciencia 
hídrica114. A la fecha, la gestión de los recursos hídricos australianos tiene las 
siguientes características:

a) Limitación a la asignación de derechos de agua en todos los grandes 
sistemas de agua (y en casi todos los chicos), y una pronta limitación a las ex-
tracciones de aguas subterráneas en la cuenca Murray-Darling115.

b) Derechos de agua privados y altamente transables en muchas cuen-
cas superfi ciales rurales (en las cuales la mayoría del agua se mantiene en un 
gran depósito como una represa), con mercados de agua activos116.

c) Volúmenes sustantivos de agua reservada para fi nes ambientales 
dentro de la cuenca Murray-Darling y otros sistemas de agua superfi cial en 
la parte oriental de Australia, incluyendo tanto derechos de agua que se en-

110 Commonwealth of Australia 1993, XVI.
111 COUNCIL OF AUSTRALIAN GOVERNMENTS 1994.
112 Ver, por ejemplo, WATER ACT 1989(VIC), WATER MANAGEMENT ACT 2000 (NSW), WATER ACT 2000 
(QLD), NATURAL RESOURCES MANAGEMENT ACT 2004 (SA), RIGHTS IN WATER AND IRRIGATION ACT 1914 (WA), 
WATER ACT (NT) Y WATER MANAGEMENT ACT 1999 (TAS).
113 COUNCIL OF AUSTRALIAN GOVERNMENTS2004, párrafos 23, 28, 35, 41 y 58.
114 DEPARTMENT OF SUSTAINABILITY, ENVIRONMENT, WATER, POPULATION AND COMMUNITIES 2011.
115 MURRAY-DARLING BASIN AUTHORITY 2012b, s6.04. 
116 NATIONAL WATER COMMISSION 2010b, 5.
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cuentran en depósitos como también límites regulatorios que protegen de-
terminados caudales117.

d) Un marco de gestión del agua que se conecte a un más amplio en-
tendimiento de gestión integrada de cuencas118.

2. Gestión del agua en Australia

a) El Código de Aguas de 1981 y los fi nes ambientales.

La gestión del agua de manera ambiental ha sido parte de la gestión de 
los recursos hídricos en Australia por mucho tiempo119. A medida que las 
cuencas alcanzaron niveles de asignación total, fue necesario formalizar es-
tos acuerdos y, en su caso, aumentar el volumen del agua para mantener la 
calidad de los ríos. Se le dio una defi nición legal al agua120 y se establecieron 
derechos de agua usando variados mecanismos, incluyendo la regularización, 
regulación y creación de nuevos derechos a través de ahorros de agua o 
transferencias de derechos de agua desde otros usuarios (usualmente me-
diante compras).

La regularización de los derechos de agua fue uno de los principales 
métodos utilizados para devolver el agua al medio ambiente, y dio lugar a 
algunos sorprendentes avances. En 1999 se estableció legalmente en Victo-
ria unos de los más antiguos y grandes derechos de agua formales para usar 
agua del río Murray para proteger y mantener la fl ora y fauna121, como parte 
de la regularización de derechos de agua existentes en el mismo río. Esto 
precedió a la creación ofi cial de la reserva de agua de Victoria, que anuló 
los derechos de agua (usualmente agua depositada que podía ser devuelta 
a sitios ambientales) y los caudales mínimos de los ríos (una forma de regu-
lación que mantenía los fl ujos mínimos estacionales para el hábitat dentro 
del caudal) para fi nes ambientales122. También en Victoria, la mayor parte de 
la contribución estatal a un programa intergubernamental de recuperación 
del agua123 fue llevada a cabo a través de la ‘‘venta’’ de derechos de aguas 
de baja confi abilidad: a cambio de derechos de agua formales, los regantes 

117 Ver, por ejemplo, COMMONWEALTH ENVIRONMENTAL WATER HOLDER 2012; VICTORIAN ENVIRONMENTAL 
WATER HOLDER 2012a; NEW SOUTH WALES ENVIRONMENT AND HERITAGE 2012. 
118 Ver, por ejemplo, WATER ACT 1989 (VIC) s1(B); WATER MANAGEMENT ACT 2000 (NSW) s3; WATER ACT 
2000 (QLD) s10(1); NATURAL RESOURCES MANAGEMENT ACT 2004 (SA) s7.
119 National Water Commission 2012, 12.
120 Ver, por ejemplo, Water Act 1989 (Vic), s4a; Water Management Act 2000 (NSW), s8; Water 
Act 2007 (Commonwealth), s4 (ver defi nición de ‘environmental water’). 
121 Bulk Entitlement (River Murray – Flora and Fauna) Conversion Order 1999, en Victoria Gov-
ernment Gazette G24 17 junio 1999, 1421.
122 Water Act 1989 (Vic) s4A. 
123 The Living Murray First Step program; La contribución de Victoria por esta regularización fue 
120 gigalitros. 
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accedieron a entregar el 20% de sus derechos de agua tradicionales de baja 
confi abilidad al medio ambiente124.

La regulación también fue efectiva para proporcionar protecciones am-
bientales mínimas, como la limitación a la asignación de agua. El sistema 
de la cuenca del Murray-Darling fue limitado en 1997125, siguiendo a otros 
sistemas superfi ciales y subterráneos en Australia que también habían sido 
limitados. Dichas limitaciones en las asignaciones de agua otorgaron formal-
mente al medio ambiente la titularidad sobre el resto del agua que quedaba 
en el sistema (incluyendo caudales de inundaciones). La regulación también 
proporcionó caudales ecológicos mínimos mediante la provisión para gestión 
de ríos en el nivel mayor, o en los condiciones de derechos individuales (que 
tendrían que parar de sacar agua de cierto río después de que los caudales 
bajaran a cierto nivel). En algunas circunstancias, la regulación se utilizó para 
otorgar caudales a eventos específi cos, como es el caso de las reglas de 
Barmah-Millewa, que cada año reservaban un volumen de agua para proveer 
fl ujos de inundación a los humedales de Barmah-Millewa en el río Murray 
durante los próximos cinco años, con el fi n de mantener eventos de alimenta-
ción de aves126.

Más recientemente, los gobiernos de Australia han invertido directa-
mente en la recuperación de agua para el medio ambiente. Esto incluye el 
ahorro de agua, a través de inversiones en infraestructura para el abasteci-
miento de agua que reduzca pérdidas, como también comprando directa-
mente derechos de agua de otros usuarios en los mercados de agua o en 
ofertas específi cas de agua127. El Gobierno Federal ha comprometido más 
de $3 billones ($AUD) para comprar agua de los regantes para mejorar los 
caudales ambientales128. En Australia, las ‘‘retenciones de agua’’ incluyen 
tanto instrumentos especializados (“derechos ambientales”, que pueden 
incluir tanto agua en depósitos como componentes de caudales ecológicos) 
y derechos de agua genéricos (derechos de aprovechamiento, asignaciones 
de agua o licencias de agua, de los cuales pueden también ser titulares otros 
usuarios de agua y no están limitados a un uso particular)129. En Victoria, New 
South Wales y a nivel federal, grandes volúmenes de agua son retenidos por 
quienes gestionan el agua, y utilizados para lograr objetivos ambientales a lo 
largo de toda la cuenca Murray-Darling.

b) Gestores del agua.

Australia ahora cuenta con varias organizaciones que tienen la responsabilidad 
explícita de gestionar el manejo del agua. Hay dos principales tipos de orga-

124 State of Victoria 2004, actions 2.3 y 3.6.
125 Ver Murray-Darling Basin Agreement. 
126 STEWART y HARPER 2002, 217.
127 Ver, por ejemplo, Murray-Darling Basin Authority 2012a. 
128 Department of Sustainability, Environment, Water, Population and Communities 2012.
129 National Water Commission 2010a, 20-21. 
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nizaciones: las gubernamentales y las no gubernamentales. El sector no gu-
bernamental de gestión del agua en Australia es pequeño, contando con solo 
una organización, la Healthy Rivers Australia (HRA), la cual se centró exclusiva-
mente en la recuperación y uso del agua ambiental130. La HRA es una organi-
zación sin fi nes de lucro, que usa fondos de gobiernos estatales y federales, 
además de donaciones de empresas y particulares, para comprar derechos 
de agua para el medio ambiente131. Los gobiernos australianos han sido los 
responsables de gestionar las retenciones de agua ambiental desde su inicio 
y, hasta hace poco tiempo, esta responsabilidad residía en gran medida en los 
departamentos gubernamentales pertinentes del Estado. Sin embargo, desde 
el 2003 Australia ha creado una serie de organizaciones distintas con respon-
sabilidades en la gestión del agua. Estas organizaciones operan en tres niveles 
de gobierno: estatal132, intergubernamental (multi-Estado)133 y federal.

Más recientemente, ha habido dos intentos de crear un administrador 
del agua políticamente independiente. A nivel federal, encontramos el Com-
monwealth Environmental Water Holder (CEWH), el cual consiste en un cargo 
legislativo conferido a una persona designada como funcionario público134. 
El CEWH es responsable de gestionar la explotación del agua135, incluyendo 
la capacidad de utilizar el mercado para comprar y vender derechos de agua 
para obtener un mejor resultado para el medio ambiente136. El CEWH opera 
dentro del departamento gubernamental pertinente, y es responsable ante el 
Ministro del Agua Federal, quien puede darle instrucciones sobre cómo usar 
el agua en un año determinado137.

A nivel estatal, el nuevo gestor del agua es el Victorian Environmental 
Water Holder (VEWH). El VEWH fue establecido el 1 de julio de 2011 y es 
responsable de la gestión recursos hídricos en Victoria, para mejorar los va-

130 Aunque otras ONGs han comprado agua para humedales como eventos discretos. Ver, por 
ejemplo, Australian Conservation Foundation 2012.
131 Waterfi nd Environment Fund 2008; Healthy Rivers Australia 2011. Healthy Rivers Australia es 
el único que tiene derechos de aguas en Australia sur y trabaja con comunidades locales y due-
ños de fundos para dar caudales.
132 Para discusión, ejemplos: South Australia (the River Murray Environmental Manager) y New 
South Wales (RiverBank), ver Government Of South Australia 2009, 7; Hughes y Mckay 2009, 
175; Nsw Government 2010.
133 Para más discusiones de los programas intergubernamentales incluyendo Water For Rivers y 
The Living Murray, ver Water For Rivers (2012) y murray-darling basin authority (2012)
134 Water Act 2007 (Commonwealth), ss 104, 115.
135 Las retenciones de aguas ambientales son derechos transables de aguas, particularmente 
cuando las aguas están almacenadas, aunque también, a veces, cuando son aguas corrientes; 
ellas se pueden identifi car y clasifi car legalmente como pertenecientes a su titular. Ver Water Act 
1989 (Vic), s 3 y Water Act 2007 (Commonwealth) s 108.
136 Water Act 2007 (Commonwealth), 105-106. 
137 Aunque hasta la fecha el Ministro no ha dado tal orden, en 2010, como parte de una campa-
ña electoral, la oposición federal declaró su intención de ordenar al CEWH que use el agua para 
un objetivo ambiental particular. Ver LIBERAL PARTY OF AUSTRALIA 2010, 17. El partido no tuvo éxito 
en ser el gobierno elegido.
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lores y la calidad de los ecosistemas acuáticos del lugar138. La gestión del 
VEWH es compatible con un sistema de gestión de mercado, porque consis-
ten mayormente en derechos de aguas que son muy similares a los derechos 
de agua privados139. Al igual que el CEWH, el VEWH es responsable de deci-
dir cómo utilizar los recursos hídricos, y puede usar el mercado de agua para 
cumplir estos objetivos. La diferencia entre el VEWH y CEWH, sin embargo, 
recae en su forma organizacional. El VEWH es una corporación y, aunque 
responde al Ministro de Medio Ambiente de Victoria, está protegido de cual-
quier interferencia ministerial en sus decisiones sobre cómo usar los recursos 
hídricos en un año determinado140.

c) El VEWH: innovación institucional para enfrentar los crecientes desafíos en 
la gestión del agua.

El VEWH es una respuesta organizacional única al problema de la gestión del 
agua. El gobierno de Victoria creó esta institución durante una crisis de cali-
dad y cantidad de agua: la grave sequía que afectó el sudeste de Australia, la 
cual cortó las asignaciones de agua a los regantes y amenazó la superviven-
cia de al menos una especie de peces en la cuenca Murray-Darling. En esta 
época tan controversial, el hecho que la decisión de utilizar las retenciones 
de agua ambiental recayera en el Ministro de Medio Ambiente llevó a que 
la gestión del agua ambiental fuera más bien un tema político en vez de 
técnico141. Los objetivos para establecer el nuevo VEWH fueron mejorar la 
independencia, rendición de cuentas y transparencia en la gestión del agua 
y, específi camente, dar poder a la nueva institución para tomar decisiones so-
bre el uso del agua ambiental (incluyendo el comercio de derechos de apro-
vechamiento de aguas) dentro del marco regulatorio respectivo142.

i) Independencia: El VEWH es una única corporación responsable de man-
tener y mejorar el ambiente acuático a través de la gestión de las retenciones 
de agua ambiental. La legislación que crea esta organización le otorga inde-
pendencia del gobierno de dos maneras: en primer lugar, al establecerlo como 
tal y en segundo lugar, limitando el poder del Ministro para dar direcciones.

La legislación establece que el VEWH es una ‘‘persona jurídica’’, que pue-
de “demandar o ser demandado en su razón social y puede hacer y soportar 
todos los actos y cosas que una persona jurídica puede hacer o soportar por 
ley”143. Esto asegura que el VEWH tenga la personalidad jurídica de una cor-

138 Water Act 1989 (Vic), 33 DC-DE.
139 Ver defi nición de ‘‘water holdings’’, Water Act 1989 (Vic) 3, defi nición de ‘‘Victorian Environ-
mental Water Holdings’’. Hay que notar que los derechos ambientales pueden incluir caudales de 
aguas corrientes que no son transables y que las transferencias de derechos de agua ambientales 
son sujetos a la aprobación del ministro. Sin embargo, se puede transferir el agua disponible bajo 
el derecho (nombrado el ‘‘water allocation’’) como cualquier agua, sin la aprobación del Ministro.
140 Water Act 1989 (Vic), ss 33DB, 33DS, 33DZA.
141 Para una explicación más detallada del VEWH, ver O’DONNELL 2012.
142 HOLDING 2010, 1920-22.
143 Water Act 1989 (Vic), 33DB.
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poración y le da un estatus legal en el evento de una disputa. También permite 
el VEWH tener bienes muebles o inmuebles.

Aparte de la personalidad jurídica conferida por incorporación, el VEWH 
es aislado aún más de la interferencia política. Aunque el VEWH responde al 
Ministro de Medio Ambiente de Victoria, y deberá reportarle a él y cumplir 
con las normas ministeriales, para el Ministro está prohibido dar cualquier 
orden sobre cómo se deben utilizar las retenciones de agua ambiental dentro 
de un año determinado144. Por ejemplo, el Ministro no puede ordenarle al 
VEWH que use el agua que se encuentra en un lugar determinado o para un 
fi n particular (o no hacerlo), o si debe comprar o vender derechos de agua. 
Esta protección se ha desarrollado en respuesta a lo difícil que puede ser 
usar agua para fi nes ambientales cuando existe un confl icto con otros usos 
potenciales. Durante 2006-2007 esta difi cultad surgió cuando se necesitó 
asignar agua ambiental para proteger una especie de pez que estaba en ries-
go de extinción, mientras que los regantes locales hicieron lobby al gobierno 
para que esta agua fuera usada para apoyar a los agricultores afectados por 
la sequía145. Esta agua ya se había reservado antes para proteger y mantener 
la fl ora y fauna en el río Murray: este debate no recaía sobre la asignación de 
agua para usos ambientales, sino sobre el uso del agua que ya estaba asigna-
da. Aunque este proceso logró con éxito que se usara el agua para su fi n am-
biental, la politización del mismo demostró la necesidad de una organización 
independiente146.

ii) Compatibilidad de mercados y participación: El VEWH se estableció 
con el fi n de gestionar las retenciones de agua ambientales, y no para recu-
perar agua adicional, lo diferencia de anteriores organizaciones encargadas 
de manejar el agua ambiental en Australia. En lugar de incrementar el agua 
disponible en el medio ambiente, el objetivo del VEWH es manejar efi ciente 
y efectivamente las retenciones de agua. De hecho, uno de los motores para 
establecerlo fue la necesidad de maximizar el retorno de lo que se había 
invertido en la recuperación de agua para el ambiente, y específi camente, 
reducir la necesidad de recuperar más agua de otros usuarios147.

Unas de las herramientas que el VEWH puede utilizar para mejorar la 
fl exibilidad y efi ciencia de la gestión del agua es el mercado del agua. Este 
puede permitir al VEWH vender derechos de agua ubicados en un lugar y 
comprar otros ubicados en otro, con el fi n de venderlos cuando el agua fuera 
menos esencial y comprar agua adicional cuando esta fuera necesaria y, solo 
si fuera necesario, vender los derechos de agua e invertir en las actividades 
que apunten a lograr la calidad ambiental de otro río que cumplen con su 

144 Water Act 1989 (Vic) 33DS, 33DT, 33DZA.
145 MCLENNAN 2007.
146 MCLENNAN 2007; Para una explicación más detallada sobre los tipos de derechos de agua ver 
O’DONNELL 2012. 
147 HOLDING 2010, 1921.
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objetivos legislativos. Con un poco más de un año de operación, el VEWH ya 
ha entrado al mercado de aguas como un vendedor de derechos de aguas148.

IV. Discusión

El éxito de una política en una jurisdicción no implica necesariamente éxito 
en otra, pero investigar ideas exitosas en un lugar puede acelerar el plantea-
miento de propuestas innovadoras para otro149. ¿Qué relevancia tendría la 
experiencia australiana en gestión del agua, especialmente la innovación ins-
titucional del caso VEWH, para los desafíos de agua que actualmente existen 
en Chile?

1. Quienes gestionan el agua necesitan propiedad

Como se mencionó anteriormente, el marco regulatorio chileno, plasmado en 
el Código de Aguas, supone que solo se necesitan derechos de aguas para 
los usos extractivos, no necesitándose para usos ambientales no extractivos. 
De hecho, el uso de agua se desincentiva mediante la aplicación de patentes 
por el no uso.

Sin embargo, la experiencia australiana demuestra que para funcionar 
exitosamente dentro de un marco de gestión de recursos hídricos de mercado, 
quienes gestionan el agua necesitan los derechos de aguas. Esto signifi ca que 
necesitan: 1) derechos de agua legalmente reconocidos; 2) que los derechos 
de agua que están siendo ocupados estén legalmente defi nidos como dere-
chos de propiedad de la misma manera que los derechos de agua privados; y 
3) la capacidad jurídica para ser titular y transar derechos de aguas de la misma 
manera como lo pueden hacer los titulares privados de derechos de aguas.

Quienes gestionan el agua en Australia tienen la capacidad de ser ti-
tulares de derechos de aguas al igual que un usuario privado de agua (por 
ejemplo, un regante). En Australia, las retenciones de agua ambiental inclu-
yen tanto a instrumentos especializados (‘‘derechos ambientales’’, los cuales 
pueden incluir agua en reservas y componentes de los caudales) y derechos 
de agua generales (derechos de aprovechamiento, asignaciones de agua y 
licencias de aguas, de los cuales también pueden ser titulares otros usuarios 
de agua). Esto pone en relieve el desafío que enfrentan quienes gestionan el 
agua: cómo trabajar en un sistema de gestión de agua que fue diseñado para 
regantes y ciudades y no para entregar caudales ambientales. Por ejemplo, 
mientras que los instrumentos especializados pueden conferir la combinación 
de fl ujos que el medio ambiente requiere, son menos compatibles con los 
mercados del agua (ya que son diferentes a los otros tipos de derechos de 

148 Victorian Environmental Water Holder 2012b.
149 La literatura de policy transfer demuestra que son muchos factores que infl uencian el éxito 
de una política de transferencia, incluyendo la complejidad del problema, el contexto social, 
cultural, económico, legal, político, y para gestión de recursos hídricos, la similitud del contexto 
biofísico y geográfi co de los recursos hídricos. Para más detalle sobre política de transferencia, 
ver SWAINSON y DE LOE 2011; MICHAELS y DE LOE 2010, 495.
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agua disponibles en el comercio). Por otra parte, mientras que la compatibili-
dad con los mercados puede ayudar a quien gestiona el agua ambiental para 
manejar sus activos de manera fl exible y efi ciente, los derechos de agua que 
posee deben también ser sufi cientes para alcanzar los fi nes ambientales que 
se pretenda.

Cuando el agua se extrae de un río y se bombea a un humedal adya-
cente, este es un proceso similar al uso de un regante privado. Pero cuando 
el agua se usa para mantener un hábitat dentro de la corriente, hay que 
proteger esta misma de la extracción de otros usuarios. Simplemente incre-
mentar los caudales ecológicos sin realizar otros cambios regulatorios solo 
aumenta la fi abilidad en el abastecimiento de los otros usuarios río abajo, y, 
por lo tanto, solo logra benefi cios ambientales limitados. La naturaleza jurídi-
ca de los derechos de aguas debe refl ejar estos diversos requisitos.

Además de sus derechos de propiedad, la exitosa implementación de 
la gestión de agua ambiental en un marco de gestión de recursos hídricos 
basada en el mercado requiere una importante inversión en la recuperación 
del agua para el medio ambiente. Un desafío importante para la gestión 
del agua en Chile, es el hecho que el mercado del agua se encuentra en 
muchas partes totalmente –o casi totalmente– asignado a usuarios privados 
(sin existir ninguna asignación histórica de agua para el medio ambiente). La 
posibilidad de lograr reformas más amplias en Chile se ha limitado histórica-
mente por el hecho que los derechos de agua consuntivos privados gozan de 
una protección constitucional, y por la existencia de una poderosa oposición 
ideológica a políticas que planteen la redistribución de los derechos de agua 
desde usos privados a usos públicos. Sin embargo, la experiencia australiana 
demuestra que la recuperación de los derechos de agua no necesariamente 
implica la adquisición forzosa de derechos de agua privados. En Australia, un 
programa integral de recuperación de agua ambiental se llevó a cabo a tra-
vés de una variedad de mecanismos, incluyendo la regularización, regulación 
y creación de nuevos derechos de agua a través del ahorro de agua o la com-
pra voluntaria de derechos de agua de otros usuarios.

La inversión previa que realizó el estado de Victoria signifi có que el 
VEWH es responsable de la gestión del agua y de su recuperación. Esto tiene 
dos benefi cios. En primer lugar, en estos sistemas de agua totalmente (o casi 
totalmente) asignada, la introducción del VEWH fue menos amenazante (y 
más aceptable políticamente) que una nueva institucionalidad ambiental del 
agua, con importantes fondos por parte de contribuyentes para comprar los 
derechos de agua de los usuarios existentes. El establecimiento del VEWH en 
Victoria puede compararse con el establecimiento del CEWH a nivel federal: 
ya que el CEWH era responsable de aumentar la cantidad de retenciones de 
agua para el medio ambiente, y de usarla, esto ha sido foco de mucho des-
acuerdo y confl icto entre las comunidades de regantes150. En segundo lugar, 

150 KNIGHT 2011.
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los grandes volúmenes de retenciones de agua ambiental que ya existían 
en Victoria signifi caban que los procesos de gestión y los resultados que se 
podían obtener eran conocidos y entendidos151. El VEWH pudo empezar su 
trabajo con una clara idea de sus responsabilidades, los procesos que debía 
aplicar para tomar decisiones, y qué tipos de logros eran factibles.

2. Quienes gestionan el agua pueden operar distanciados del Gobierno

La resistencia a una intervención directa en la economía de mercado chilena 
a través de la regulación del gobierno continúa en los debates regulatorios. 
Siempre existe el riesgo que los políticos y burócratas encargados de la 
gestión del agua sigan sus intereses personales. El escepticismo que existe 
sobre la habilidad del gobierno de regular imparcialmente la gestión de los 
recursos hídricos en Chile debe verse bajo el contexto de la historia política 
de dicho país, incluyendo las reacciones a la regulación del agua naciona-
lizada, redistributiva y de command and control que se estableció durante 
1960 y 1970. Sin embargo, la experiencia australiana también demuestra que 
quienes gestionan el agua pueden, a través de innovaciones institucionales 
como el VEWH, estar protegidos hasta cierto nivel de la infl uencia política del 
gobierno.

En Australia, la necesitad de independencia para quien gestiona el re-
curso hídrico fue evidente durante la reciente sequía extrema en el sudeste 
(1997-2010). La necesidad de una organización independiente fue evidente 
ante los desafíos que presentaba aquel proceso en el cual el Ministro debía 
tomar las decisiones sobre qué hacer con el agua durante el período de se-
quía y la politización de las actividades que debían considerarse como busi-
ness as usual El mero hecho que el Ministro tuviera que tomar esta decisión 
le otorgaba una naturaleza política.

El exitoso establecimiento del VEWH dependió de la buena voluntad de 
los Ministros de Agua y del Medio Ambiente de renunciar al control de las 
decisiones sobre cómo usar las retenciones de agua en un año determina-
do152. Además, la legislación que creó el VEWH fue aprobada con el apoyo 
de los dos partidos políticos más grandes de Victoria. Cuando la legislación 
fue aprobada en el 2010 y un nuevo gobierno se formó tras las elecciones de 
2011, este último ya le había dado su aprobación a la nueva organización. 
El VEWH, apoyado por los dos lados, no apareció vinculado con ninguna 
ideología particular153. El éxito inicial del VEWH como reforma institucional 
dependió de la previa y substancial inversión en la recuperación del recurso 

151 Ver, por ejemplo, STATE OF VICTORIA 2009; STATE OF VICTORIA 2010b; STATE OF VICTORIA 2010a. Ver 
generalmente O’DONNELL 2012.
152 Esto se refl exiona en el hecho que los discursos presentando la legislación al parlamento fue-
ron ambos por el Ministro del Agua (en el Legislative Assembly) y el Ministro del Medio Ambien-
te (en el Legislative Council). 
153 Hay que notar que se estableció el CEWH por un Gobierno Federal conservador bajo el 
mando del Primer Ministro John Howard en el 2007, y desde ahí tuvo el apoyo del Gobierno 
Laborista.
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hídrico, del apoyo político y fi nalmente fue una solución pragmática en vez 
de ideológica.

3. La gestión del agua puede ser compatible con un enfoque de mercado

Fundamentalmente, la experiencia australiana demuestra que las políticas e 
instituciones que apoyan los avances de la gestión de agua no requieren el 
abandono de la ideología de mercado, aunque sí necesitan una forma de 
intervención gubernamental. Es necesario que el gobierno establezca dere-
chos de agua (incluyendo la protección de caudales mínimos), invirtiendo en 
la provisión de agua y en la creación de una institución de gestión del agua. 
Pero lo más importante es que todo esto se puede lograr sin comprometer 
los derechos privados de agua ni los mercados de agua.

Sin embargo, la exitosa implementación de un gerente de agua ambien-
tal dentro de un marco de gestión de recursos hídricos basado en el mercado 
depende de su habilidad de usar tales mercados para aumentar la efi ciencia, 
lo que a su vez va a depender del nivel de actividad de los mercados. Los 
mercados de agua exitosos se basan en marcos regulatorios sólidos que defi -
nen y refuerzan los derechos de agua, y que apoyan la existencia de registros 
públicos de derechos de propiedad y las plataformas de intercambio154. En 
Australia, la actividad de los mercados de agua ha aumentado en los últimos 
diez años y han sido particularmente efectivos durante la reciente sequía 
severa155. En Chile, sin embargo, la idoneidad de un “gerente de las aguas” 
que busca participar en los mercados de agua, en respuesta a los actuales 
desafíos de gestión de agua ambiental, debería ser limitada por la relativa 
inactividad de los mercados de agua chilenos156.

Conclusiones

1. La gestión del agua se está convirtiendo en un problema cada vez 
más grave para Chile, debido al declive de la calidad y cantidad frente a las 
crecientes demandas de la industria, las ciudades y el impacto del cambio 
climático. Aunque desde 1992 un número de respuestas legales y políticas 
estaban destinadas a mejorar los fi nes ambientales del agua en Chile (y de-
muestran que una regulación de los recursos hídricos basada en el mercado 
no protege por sí solo a los fi nes ambientales adecuadamente), los cambios 
han sido poco sistemáticos, prospectivos y ad hoc. En suma, el marco legis-
lativo y político actual de Chile está poco capacitado para hacer frente a los 
crecientes desafíos de la gestión de recursos hídricos.

2. La experiencia australiana de manejo del agua ambiental a través 
del VEWH demuestra cómo un compromiso con la política de competencia 
y la ideología de mercado puede ser combinado con una gestión efi caz del 

154 FISHER 2006, 100.
155 National Water Commission 2010b.
156 VERGARA BLANCO1996, 332-3; BAUER 2004. 
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agua, de los sistemas de aguas superfi ciales. Este enfoque buscaba proveer 
al medio ambiente de derechos de propiedad sobre el agua, sin que fuera 
necesaria la redistribución compulsiva de los mismos pertenecientes a otros 
usuarios, junto con recuperar agua mediante una serie de mecanismos inclu-
yendo la regularización, regulación y los nuevos derechos de agua a través 
de ahorros de ella y campañas de compra voluntaria de derechos de agua 
desde otros usuarios. El VEWH es una organización gubernamental inde-
pendiente, establecida por la legislación pero diseñada de tal manera que 
asegura estar protegida de la interferencia política del gobierno. En términos 
institucionales, el revestir al VEWH con un modelo de corporación, con dere-
chos ‘‘privados’’ de agua para fi nes ambientales, demuestra el potencial de 
una innovación organizacional de otorgar a los fi nes ambientales (típicamente 
un bienes públicos) las características de un operador privado dentro del 
mercado del agua. Entonces, es posible tener compromisos efectivos y subs-
tanciales con la mejora de la calidad de las aguas, sin amenazar los mercados 
de agua o depender de un marco de regulación del gobierno para lograr 
fi nes ambientales.

3. En el contexto de los debates altamente polarizados sobre gestión 
ambiental en Chile, el modelo asustraliano ofrece una potencial tercera vía. 
Al mostrar que los fi nes ambientales pueden alcanzarse dentro de un marco 
de gestión de los recursos hídricos basado en el mercado, este modelo cal-
ma los debates altamente ideologizados, y permite que el enfoque se mueva 
a un proceso de reforma institucional. Mientras que la capacidad de realizar 
un debate ideológico libre es esencial en el desarrollo pacífi co de los dere-
chos y la regulación157, este nuevo arreglo institucional podría ser clave para 
romper el actual estancamiento: los fi nes ambientales se puede cumplir sin 
necesidad de elegir lados, o cambiar signifi cativamente el statu quo ideológi-
co imperante.
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